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PRESIDE: Señor Representante Mario Perrachón. 


MIEMBROS: Señores Representantes Dardo Casas, Hugo Dávila, Rodrigo Goñi Romero, Graciela 
Matiauda Espino y Hermes Toledo Antúnez. 


INVITADOS: Por la Cámara de Armadores Pesqueros del Uruguay, Ricardo Piñeiro, Presidente; señores 
Amaro Flores y Juan Carlos Sírtori, y doctor Jorge Rosenbaum, asesor jurídico. 


SEÑOR PRESIDENTE (Perrachón).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Presidencia comunica que nos ha llegado una invitación del Instituto Nacional de Investigaciones 
Agropecuarias para el día jueves 15 de diciembre de 2011, a la hora 15. Esto tendrá lugar en la Sala de la 
DINARA, ubicada en la calle Constituyente 1497. Se presentará el libro "20 años de INIA 'Y hacia un siglo 
de vida...' (1989 -2009)". 


En esa oportunidad se contará con la presencia del señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
ingeniero agrónomo Tabaré Aguerre y del señor Presidente del INIA, ingeniero Enzo Benech. 


A continuación recibiremos una delegación de la Cámara de Armadores Pesqueros del Uruguay. 
(Ingresa a Sala una delegación de la Cámara de Armadores Pesqueros del Uruguay, CAPU) 


——- La Comisión tiene el agrado de recibir a la delegación de la Cámara de Armadores Pesqueros del 
Uruguay integrada por su Presidente, Ricardo Piñeiro, los señores Amaro Flores y Juan Carlos Sírtori, y el 
doctor Jorge Rosenbaum, asesor jurídico. 


SEÑOR PIÑEIRO.- Agradezco a la Comisión que nos haya recibido tan rápidamente. La intención es 
dar nuestro punto de vista y brindar nuestra opinión sobre el proyecto de ley de pesca que la Comisión 


está considerando. 


SEÑOR ROSENBAUM.- Soy delegado del sector pesquero en el Consejo de Salarios y en el Consejo 
Superior Tripartito. 


En el día de hoy voy a hablar en nombre de la Cámara de Armadores Pesqueros del Uruguay, que es la 
entidad gremial de armadores que solicitó esta entrevista. Eso podría llevar a pensar que estamos ante una 
expresión más de corporativismo como naturalmente todos podemos colegir cuando un grupo de interés de 
trabajadores, empleadores, proveedores -etcétera -viene a exponer sus puntos de vista. 


Queremos hacer algunas precisiones en torno a lo que representa esta Cámara en particular 


Los armadores que forman parte de esta Cámara comprenden el 42% de la actividad de captura en Uruguay. 
Está compuesta exclusivamente por empresas y empresarios nacionales uruguayos y desde hace cuarenta 
años desarrolla sus actividades tanto en el área gremial como en el área específica de la pesca. Es la entidad 
de mayor antigúedad en el país. 


Indudablemente, nuestra intervención no es especializada porque ocupamos la Cátedra de Derecho Laboral 
de la Facultad de Derecho. Sin embargo, la circunstancia de haber acompañado por muchos años a esta 
Cámara y el hecho de haber compartido muchas horas de trabajo con varios colegas de nuestra especialidad 
como el doctor Raso -abogado del Centro de Maquinistas Navales del Uruguay, el doctor Ermida Uriarte- 
quien nos acompañó en la redacción del primer estatuto, que fuera el convenio colectivo que se pergeñó en 
1984 y que se aprobara con los Consejos de Salarios de 1985-, y la doctora Leopoldina Novoa -abogada de 
los patrones o capitanes marítimos-, nos llevó a que nos hayamos empapado en muchos temas que no son 
estrictamente los vinculados con la relación trabajador empleador. 


Se podrá no ser especializado, pero se trata de empresarios que son los operadores y los inversores de la flota 
nacional desde la época en que comenzó el proceso de promoción pesquera en nuestro país. Se trata de 
armadores que han sobrevivido porque no mantienen deudas con el Banco de la República y que han podido 
organizar sus unidades productivas con la seriedad que impone el desarrollo de pequeñas y medianas 
empresas. 


El segundo señalamiento es que desde el comienzo de la elaboración de este proyecto la Cámara de 
Armadores Pesqueros manifestó no estar de acuerdo con su texto y no guardó simplemente una actitud de 
oposición sino que, por el contrario, realizó una actividad de proposición. Se participó en los primeros 
talleres desde 1988 en la DINARA, y se presentó un proyecto alternativo conjuntamente con la Cámara de 
Industrias Pesqueras del Uruguay y con algunos armadores independientes. 


¿Por qué la CAPU no se considera -partícipe de la elaboración de este último proyecto? Básicamente, porque 
entiende que no se cumplen tres requisitos. Aclaro que nuestra Cámara nunca tuvo una entrevista con el señor 
Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca porque durante las últimas dos Administraciones la DINARA 
actuó en forma independiente de esa Cartera; no criticamos la decisión sino que lo decimos como un dato 
objetivo. El Ministerio se ocupa de la ganadería y de la agricultura, y de los asuntos de la pesca se ocupa la 
DINARA con sus distintos Directores. Allí sí hemos encontrado ámbitos de diálogo muy fluido. 


Ante la DINARA se preguntó cómo era posible actualizar una ley en materia de pesca sin antes conocer la 
planificación de la política pesquera para los próximos diez años. Se considera un valor básico y esencial 
para la elaboración de cualquier reforma o de una ley completa el hecho de saber hacia dónde va el país en la 
explotación de un recurso muy sensible, especial y diferente a los que se explotan a nivel industrial. Por lo 
tanto, debe conocerse la determinación, que puede ser unilateral política del Estado, o que puede confluir del 
aporte o consulta de los interlocutores sociales. 


Si en algo hemos coincidido con el sindicato fue en esta materia porque ambas partes han manifestado lo 
mismo desde tiendas distintas. Primero debe determinarse una política de Estado para luego legislar en 
función de ella. Si fuese de más largo plazo, sería mucho mejor. 


Desde hace muchos años ambas Cámaras -en particular la de Armadores pesqueros, institucionalmente han 
hablado de los proyectos de promoción productiva que han tenido relativo éxito en el país. No en vano han 


acompañado una institucionalización diferente de la que tiene la pesca, que tiene pocos años de existencia. 
Hablar de treinta o cuarenta años en términos históricos del país es muy poco; nació así y no es que hoy 
rezonguemos del proceso histórico, al contrario. De todos modos, nos parece que últimamente el desarrollo 
de sectores como el de la carne, de la industria frigorífica, el pecuario, el de la industria vitivinícola se ha 
logrado a través de la institución de personas públicas no estatales que, con la participación común de los 
actores involucrados, ha podido apuntar hacia una proyección país en el mercado interno y externo mucho 
mayor de la que se puede hacer desde el ámbito encorsetado de un Ministerio en la estructura de un Poder 
Ejecutivo. No hay críticas respecto de la actuación, sino que esto se dio por la propia flexibilidad o 
especialización que requieren estos proyectos. Así podemos hablar de INAC, INAVI, etcétera. 


Por otra parte -este es uno de los puntos cruciales para que se comprenda la postura institucional de la 
Cámara de Armadores-, entendimos que si uno contextualiza este proyecto en la regulación comparada a 
nivel mundial -no solo nos referimos a los Estados que son potencia en materia de pesca; además de los 
Estados europeos tradicionales o clásicos que han servido de espejo y que fueron los forjadores del 
nacimiento de la pesca en Uruguay como España o Italia, también hablamos de la regulación que se ha 
desarrollado en nuestro propio continente en países como Perú, Chile, Argentina, etcétera-, comprobará que 
se ha apartado mucho de lo que ha sido la evolución, es decir, sigue en un gran rezago respecto de lo que ha 
sido la reformulación de la regulación en materia pesquera en esas latitudes y en algunos otros países, 
fundamentalmente vinculados con la zona de centroamérica. 


Cuando comenzó el proceso pesquero en Uruguay en la década de los setenta, la primera ley de pesca nació 
de un relevamiento del derecho comparado amplísimo, porque las regulaciones que ustedes llevan adelante 
en este Parlamento son jurídicas, son normativas, y es muy importante tener la experiencia, el decantamiento 
y la lucidez como para distinguir si esto es trasladable o extrapolable a las realidades uruguayas. Nadie puede 
pensar que si copia una ley del exterior va a favorecer los intereses del país. Es muy importante ver hacia 
dónde nos dirigimos porque debemos tener en cuenta que no solamente estamos en un mercado internacional, 
sino que se trata de un recurso particular y que estamos disputando permanentemente la captura de especies 
que no tienen fronteras y deambulan de acuerdo con las corrientes, con sus características biológicas, con la 
biomasa, etcétera. Entonces, de alguna manera, estamos interconectados con el mundo entero. 


Hechas estas apreciaciones de carácter general, esta Cámara, que es la que conoce los mercados, exporta y 
opera las distintas unidades también tiene que señalar que contrariamente a lo esperado en las últimas dos 
décadas este sector industrial no ha sido objeto de ningún tipo de promoción industrial específica. No 
estamos pidiendo ninguna prebenda ni nada por el estilo, pero piensen que, por ejemplo, este sector es el que 
va a pagar los aportes patronales más altos en todo el contexto comparado. Si queremos ser el país número 
uno en materia de aportes patronales, así será, porque la sanción relativamente reciente de una jubilación 
bonificada lleva a que el aporte patronal suba al 37,5%, más el FONASA y el Fondo de Reconversión 
Laboral. Ahora estamos en 20,5% más el Fondo de Reconversión Laboral, y en menos de dieciocho meses 
habremos llegado prácticamente al 46% de aportación. 


El salario promedio de un patrón de pesca es de US$ 5.000 -se paga a la parte y en dólares -y se aportará casi 
la mitad de lo que gana. A eso hay que agregar -fruto de las realidades y experiencias -el establecimiento de 
un seguro ecológico con costos muy altos y, por otro lado, el incremento de las tarifas portuarias que ahora 
tienen una gradualidad mucho más intensa que la que se venía practicando durante los últimos veinticinco 
años, el pago de los permisos de pesca a la DINARA. 


Esta Cámara que asocia a los armadores de los barcos más pequeños, corvineros, compite con Argentina en 
una zona común por el mismo recurso, pero debemos tener en cuenta el valor del combustible, que es uno de 
los costos más fuertes en cualquier explotación: para mover uno de estos pequeños barcos que se trasladan 
durante cinco o siete días en épocas de baja captura hay que pagar entre US$ 20.000 a US$ 27.000 por 
anticipado; prácticamente debemos pagar el doble que un competidor argentino. 


Con respecto a los aspectos del proyecto que nos preocupan, lo único que podemos hacer en este momento es 
contribuir con algunas consideraciones de carácter general porque el desarrollo de artículo por artículo 
llevaría mucho tiempo. De todos modos estamos a disposición para hacerlo en un futuro, si alguien lo desea. 
No rehuimos a colaborar. Creemos que más allá de banderías y colores, los autores del proyecto y nosotros 
tenemos los mismos intereses. Esta actividad nació hace cuarenta años y ojalá logre progresar, y que nuestros 
hijos y nietos puedan continuar con esta tarea. Acá mismo, sentados -a la mesa tenemos ejemplos de ello. 


Tuve la oportunidad de conocer al padre del compañero que tengo a mi lado, que era armador, patrón de un 
barco de pesca y fundador de la Cámara de Armadores Pesqueros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La invitación que les enviamos hace un mes y medio tenía como objetivo que 
nos hicieran llegar las novedades que hayan surgido luego de su última visita. 


SEÑOR ROSENBAUM.- Más allá de observaciones y comentarios que se realizaron en la reunión que 
tuvimos en esta Comisión hace muchos meses, y de distintas declaraciones y manifestaciones -algunas 
muy interesantes, de mucho contenido y profundidad -realizadas por instituciones o personas que 
ustedes invitaron, vemos que hay cuatro o cinco centros de dificultades muy importantes para sostener 
el proyecto tal cual está. 


Durante todo el proceso, desde las primeras participaciones -el 13 de julio con el Director Nacional de la 
DINARA -hasta la actualidad, no hemos visto que se removieran ninguna de esas dificultades de orden 
estrictamente jurídico, más allá de las valorativas o de lo que podría ser el interés o un punto de partida 
distinto de la visión que tiene la Cámara de Armadores Pesqueros en forma institucional. 


Se sigue manteniendo a la DINARA como un organismo con altísima concentración de potestades, conserva 
las potestades ejecutivas, legislativas -o regulatorias -y judiciales, es decir, es la encargada de encauzar 
procedimientos, de sancionar, de otorgar o caducar permisos, etcétera. No es exclusivamente un organismo 
de contralor y fiscalización, ya que debe agregarse su función de investigación, que no se viene cumpliendo. 
Esto no se debe a que su Director no quiera hacerlo, sino que a veces existen problemas insalvables. De 
hecho, si este proyecto de ley estuviese vigente, el día de hoy hubiese caducado el permiso del barco de 
investigación que tiene el Estado porque estuvo más de doce meses sin realizar ninguna actividad. 
Reconocemos que la DINARA tiene interés en seguir investigando y ayudando para avanzar en el 
conocimiento. 


Además de las funciones de contralor, fiscalización y estudio, es el organismo que reglamenta y regula todos 
los aspectos concernientes a la cadena productiva de la pesca, no solo la captura, sino también la 
industrialización, traslado, acopio, etcétera. Este organismo sigue concentrando funciones de Juez y 
sancionador y en este proyecto se agrega la creación de un Registro, que constituye una fuente jurídica de 
afectación posible o eventual de los permisos de pesca. 


Un primer aspecto es el concerniente a la confusión que existe sobre la naturaleza jurídica de dos institutos 
que son distintos desde el punto de vista estrictamente del Derecho, como son los permisos y las concesiones. 
Creemos que las definiciones del artículo 9% mantienen esa confusión al no distinguir la naturaleza jurídica. 
Pienso que esta es una cuestión menor, pero puede traer dificultades a la hora de realizar interpretaciones o de 
interponer recursos. Nuestra voluntad es colaborar para que eso no ocurra ya que no nos interesan los 
conflictos ni los juicios. 


Con respecto a los permisos, de acuerdo con la definición de este proyecto la titularidad de los mismos 
corresponde tanto a las personas físicas como jurídicas. En este último caso, siempre y cuando las personas 
jurídicas estén conformadas por cuotas sociales o acciones nominativas de personas físicas. Esto proviene de 
los artículos 9* y 28 de la ley. Indudablemente, si no se advierte, se ingresa en una modificación de la Ley N* 
16.060, "Sociedades Comerciales", y hay que tener cuidado porque es una ley macro, de carácter general y 
hace muchos años que fue aprobada por el Parlamento. Si la solución es contraria a lo que se establece en la 
Ley_N” 16.060, convendría reverla o aclararla para evitar esa posible confusión, ya que traerá aparejados 
muchos litigios porque al mismo tiempo que no se pueden negociar los permisos, las concesiones y 
autorizaciones, es obvio que bajo la normativa general del país las cuotas sociales, y más aún las acciones 
nominativas, son -negociables en el mercado. 


Por lo tanto, podrían perfectamente negociarse las acciones nominativas sin que se afecte el hecho de que la 
titularidad siga perteneciendo a una sociedad cuyas cuotas o acciones sean nominadas y no anónimas. Quizás 
sería bueno rever la redacción de este artículo para aclarar esa concepción. No se trata de impedir 
transferencias, ventas o cesión de acciones, sino que las acciones nominativas mantendrán su carácter 
nominativo en caso de trasladarse y eso no afectará los permisos ya que no se están vendiendo, cediendo ni 
donando los permisos, pero sí las acciones. Esto es algo muy común. Todas las sociedades cambian de 


accionistas o cuotas partes de acciones por integración de capital; así es la dinámica de los negocios en 
cualquier tipo de actividad. 


Con respecto a la caducidad de los permisos por inactividad durante ciento veinte días prevista en el artículo 
37, invierte algunos principios fundamentales de Derecho. La ley no puede desconocer la existencia de 
situaciones de fuerza mayor. ¿Qué sucede si un barco se incendia o choca contra una roca en el Atlántico 
Sur? Me estoy refiriendo a hechos reales que suceden muchas veces. Debemos tener en cuenta que un barco 
no se repara en ciento veinte días, y que la demora no se debe a que no se quiera poner el capital. Voy a poner 
un ejemplo. 


La embarcación que desde hace seis o siete años mejor opera en Uruguay y tiene mayor productividad tuvo 
una rotura en su caja de cambios. Eso significó importar el repuesto. Pero hoy esos repuestos no se realizan; 
las fábricas los hacen "a medida". Por lo tanto, el repuesto tardó más de ciento veinte días en llegar y no hubo 
otra forma de remplazarlo. 


Asimismo, debemos tener en cuenta el "hecho del príncipe". ¿Qué sucede cuando se establece una veda 
impuesta por la Administración, por otro país, o por los puertos? Todos estos hechos pueden provocar 
paralizaciones mayores a ciento veinte días. Además, nosotros tenemos cupos compartidos y cuando se 
llegamos a determinada altura hay que cumplir con los compromisos adquiridos en la zona común de pesca, 
por ejemplo, con Argentina. Tratamos de administrarnos para tener actividad durante todo el año, pero a 
veces, por un cambio ecológico, no se pesca por cuatro o cinco meses. 


¿Qué sucede con las situaciones fortuitas? A veces un barco se rompe y no hay dique disponible. Por 
ejemplo, si hoy un barco se rompiese recién dentro de seis meses tendría lugar en el dique. Ni qué hablar 
cuando se comiencen a construir las barcazas para ir a Paysandú, que ojalá sea muy pronto. Sé que el 
proyecto va a demorar dos o tres años, pero el tiempo pasa rápido y nosotros debemos tener una visión 
mucho más amplia. Apostamos no solo al desarrollo de la industria de construcción de barcos, sino a la de 
reparación y demás. Aplaudimos esa iniciativa del Gobierno que nos parece muy interesante y que es 
aceptada calurosamente por la Cámara de Armadores Pesqueros, pero hay que prever las eventualidades que 
mencioné. En realidad, no me referí a hechos extraños o inventados, sino a cosas que suceden día a días. 


Por otra parte, ¿qué sucede cuando se realizan huelgas? Hay que destacar que el personal de nuestro sector, 
que siempre ha tenido convenio colectivo, está sindicalizado, desde una punta de la cadena a la otra. Quisiera 
mencionar que acabamos de acordar -por primera vez con el voto negativo de los empresarios, ya que 
siempre fue con el voto negativo del sindicato -el último laudo, sobre el que estuvimos negociando, 
prácticamente, durante dieciocho meses, de todos los sectores de carga y descarga del buque. Tenemos 
negociados los laudos de las plantas, los de captura, tanto en media altura como en altura, congelado, merluza 
negra, al igual que negociamos los laudos de la acuicultura. 


Este sector generalmente ha tenido una fuerte conflictividad, pero no le echamos la culpa al sindicato porque 
para pelear se necesitan por lo menos dos, y a veces tres, porque en ocasiones el Estado también interviene. 
No vengo aquí a decir, en nombre de la Cámara, que el sindicato tiene toda la culpa porque nosotros también 
tendremos las nuestras, pero la realidad de las relaciones laborales muestra ese mapa: las paralizaciones en 
las renegociaciones de los convenios colectivos siempre han sido de un mínimo de cien días. Me refiero a los 
convenios de largo plazo, cuya negociación se hace cada tres o cuatro años. Cabe agregar que si otros 
sectores no hubiesen paralizado sus actividades, en el correr del año el barco del señor Sírtori hubiese 
realizado siete viajes más -estuvimos haciendo la cuenta, lo cual significaría más divisas, más salarios, más 
ocupación, etcétera. 


El proyecto de ley, en su artículo 38, también incurre, peligrosamente en el establecimiento de una norma de 
irresponsabilidad del Estado frente a la revocación, suspensión o declaración de caducidad de los permisos o 
autorizaciones. En este sentido, solicito un llamado a la buena reflexión porque no podemos conculcar el 
derecho al acceso a la Justicia, el cual está establecido constitucionalmente y en Convenciones y Tratados en 
los cuales es parte nuestro país. El derecho a la justa reparación por actos de responsabilidad del Estado, 
establecido en los artículos 24 y 25 de la Constitución, no puede negarse. Por más que la ley quiera plasmar 
esa irresponsabilidad del Estado, no se pueden superar disposiciones jurídicas de rango superior ni obviar 
compromisos internacionales que ha adquirido el país. Si eso sucede luego tendrá que intervenir, por 
ejemplo, la Corte de Justicia Americana, la Corte Internacional de La Haya o se deberá recurrir a organismos 
internacionales, lo cual es cada vez más frecuente en otras áreas. 


Por lo tanto, hay que tener cuidado con lo que se establece. Yo entiendo que se quiera proteger el interés 
público del Estado -compartimos que así sea; en definitiva, todos somos parte de ese interés público-, pero no 
se puede caer en errores jurídicos -aunque no hayan sido pensados o planificados -que choquen contra otras 
normas ya que eso puede generar litigios de mucha importancia. 


Por otra parte, quisiera referirme a las infracciones que están mencionadas en los artículos 78 y 79 de este 
proyecto de ley; quizás estemos a tiempo de corregir adecuadamente. Digo esto porque no pueden 
determinarse infracciones sin un carácter taxativo. No se puede decir, tal como lo hace el artículo 79: "[...] 
entre otras][...]", tales y cuales. No podemos dejar abierto el Código Penal a la apreciación de un Juez para 
determinar si alguna conducta es o no un delito que no esté previamente determinado, ya sea en el Código o 
en la ley que regula esta materia. Creo que la DINARA tiene una larga experiencia como para poder relevar 
absolutamente todas las infracciones que se han cometido en los últimos cuarenta años. Por supuesto que si 
se quiere poner veinte infracciones más, que se haga, pero queremos que el usuario o el permisario las 
conozca de antemano 


Nosotros queremos que se sepa, por ejemplo, que si esta taza que tengo en la mano se pone boca abajo 
constituirá una infracción, pero no que el patrón del barco ordene poner la taza boca abajo y que cuando 
llegue a puerto se le diga que esa es una infracción, y que cuando este pregunte de dónde surgió eso se le 
diga: "En el artículo 79, donde dice "entre otras". En realidad, casos de este tipo se dan diariamente; se 
decomisa pescado porque se trae en cubierta con destino a la elaboración de harina, y en esos casos se 
sanciona y se multa. También puede suceder que en un mismo barco haya pescado decomisado porque se 
trajo en cubierta sin destino a la elaboración de harina. En realidad, estas son contradicciones muy 
importantes, porque no es lo mismo el agua mineral con gas que sin gas. Si se quiere que una de ellas 
constituya una infracción debe establecerse, por ejemplo, que el agua mineral con gas es una infracción y que 
el agua sin gas no lo es. 


Por su supuesto que las dos infracciones que mencioné fueron anuladas en el TCA porque carecían de la 
fundamentación jurídica correspondiente. 


Por otro lado, el artículo 82 de este proyecto de ley establece la reincidencia. Y fíjense que curioso, cualquier 
tipo de infracción, siendo simplemente dos -una leve y otra muy grave -determina la reincidencia, lo cual no 
es menor. Después veremos cómo estas, con una tercera sanción, pueden afectar la renovación del permiso de 
ese armador. En realidad no importa el tiempo que haya transcurrido entra cada sanción, si esas infracciones 
se cometieron en el mismo trimestre, en el mismo año o si una fue en el año 2000 y otra en 2011. Creo que 
eso no es lo deseable, porque cuando se instituye un régimen punitivo se hace con una finalidad 
aleccionadora; no existen regímenes punitivos, más que en el Código de Hammurabi, que determinen que la 
finalidad no es aleccionadora sino, simplemente, sustitutiva por equivalencia al delito o la infracción 
cometidos, es decir: "Tu cortaste un dedo, yo te corto un dedo". En realidad, lo que se busca es aleccionar. 
Por supuesto que se cometen infracciones porque todos nos equivocamos todos los días, pero la finalidad de 
las sanciones y las multas es aleccionar. Por tanto, si ese armador o ese patrón aprendió -la mayoría de las 
veces no es el armador el que comete la infracción, sino el patrón que va al frente del buque o la tripulación 
que no obedece las instrucciones del patrón, toma los recaudos correspondientes y si en determinado período 
-que deberá ser establecido por ustedes -no vuelve a cometer una infracción, debería ser tenido en cuenta. 
Digo esto porque de acuerdo con lo que aquí se establece es lo mismo cometer una infracción en un viaje y 
otra en el siguiente, que haber cometido la primera cinco años atrás. 


El monto de las sanciones es de 6.000 Unidades Reajustables; esto supera el monto máximo establecido con 
carácter general en el ordenamiento jurídico de nuestro país. Pero el monto de las sanciones no es solo de 
6.000 Unidades Reajustables, porque en este proyecto también se habla de la posibilidad de acumular 
sanciones, y si se acumula una sanción grave con una leve -lo cual puede suceder en forma simultánea, 
porque, por ejemplo, traer pescado en cubierta puede ser una infracción leve, pero traerlo en cubierta y en 
estado de descomposición puede constituir una infracción grave -el monto sería otro. En realidad, debería 
aplicarse la sanción más grave, por ejemplo, por haber traído pescado en cubierta en malas condiciones y no 
apto para el consumo humano, lo cual nos parece correcto. 


El artículo 84 de este proyecto prevé la acumulación de las sanciones y ahí es donde se elimina cualquier 
tope. En realidad, si se acumulan dos sanciones muy graves el monto puede llegar a 12.000 Unidades 
Reajustables; prácticamente, es una confiscación, y no hablemos de superar los topes legales de carácter 


general porque se puede llegar a algunos extremos que quizás no fueron los pensados. Por supuesto, no estoy 
hablando de una intencionalidad porque muchas veces se cometen errores 


Yo cometo muchos cuando redacto proyectos, y a veces no se puede reparar el equívoco. 


Tampoco se respeta el debido proceso porque la sanción la verifica el órgano, quien también la constata, la 
aplica y, además, juzga cuáles son las causas que esa acción trae aparejadas. Por tanto, nosotros creemos que 
hay que diferenciar al órgano de contralor y fiscalización del que sanciona y aplica la graduación de la multa 
a imponer. 


También se puede llegar al decomiso, que es una sanción acumulativa. Y en ese caso, ¿quién decomisa? Eso 
no está establecido en el proyecto de ley. ¡Cuidado, porque hay muchas normas específicas que establecen 
competencias de decomiso, no a cargo de la DINARA, sino por la vía judicial, inclusive, de carácter 
aduanero! 


Por otra parte, el artículo 86 de este proyecto establece sin responsabilidad alguna que los bienes que se 
decomisen -a cualquier título -podrán ser destruidos, subastados o donados, sin ningún tipo de procedimiento. 
Por tanto, se están triplicando las acciones. Además, se decomisa, y no solo lo que es propiedad del infractor, 
sino de un tercero. De esta forma hasta se viola el Código de Comercio. No olviden que en los barcos se 
llevan todo tipo de cosas que pueden pertenecer a terceros. Por tanto, no piensen que la ley va a evitar la 
realización de un juicio; al contrario, todo esto será como un llamador porque, obviamente, alguien va a 
decir: "Yo no soy infractor; esa mercancía estaba allí y me pertenece, y no es mi culpa que se haya cometido 
una infracción. Usted tiene que sancionar al infractor y no puede sancionarme a mí, y el Estado no puede 
permanecer irresponsable. ¿Cómo se va a subastar o donar algo que es de mi propiedad y no del armador, que 
es quien cometió la infracción". Digo todo esto porque, por ejemplo, se pueden llevar una grúa alquilada en 
un barco y esta puede ser desmontada, subastada o donada. En ese caso, el dueño de la grúa no solo va a 
arremeter contra el infractor, sino también contra el Estado por ese acto de decomiso sin la realización de un 
proceso judicial. 


Por último, quiero referirme al registro de sanciones. Si bien no somos partícipes del registro, aceptemos que 
esa es la solución que ha encontrado el redactor del proyecto; entendemos que son alternativas. Por supuesto, 
sabemos que no podemos hacer juicios de valor, sino solamente sentar nuestra discrepancia con el principio 
de registro de sanciones. Esto ya pasó con la discusión de la Ley N* 17.940 relativa a los fueros sindicales, y 
el registro de sanciones se eliminó de común acuerdo entre el PTE CNT y las Cámaras empresariales en la 
cuatripartita. 


Pero en esta oportunidad queremos decir desde el punto de vista estrictamente jurídico que el permiso no es 
renovable si hay una sanción escrita. Esto echa por tierra la mitad de los artículos de la norma, porque si hay 
una sanción escrita y el permiso no se renueva ¿para qué aplicamos la multa? Aquí se establece que se 
multará al infractor, que se decomisará lo que se encuentre en el barco y que se establecerán consecuencias 
para la reincidencia, pero después, en el artículo 89 del proyecto de ley se dispone que -una infracción leve 
inscripta en el Registro General de Pesca y Acuicultura impedirá la renovación del permiso, por tanto, da lo 
mismo que lo pierda en ese instante o cuando caduque. Y esto es muy grave. 


Piensen en los permisarios de taxímetros, en los de autorizaciones de transporte público, urbano o 
interdepartamental, en los que trabajarán en la nueva estructuración de carga que tendrá AFE o en los 
permisarios para el transporte fluvial. 


En realidad se trata de una norma que crea desigualdades, que castiga en exceso y que no es aleccionante. 
Asimismo, su poder sancionatorio es acumulable porque además de aplicar sanciones de 6.000 Unidades 
Reajustables y de decomisar, al establecer el registro de las sanciones ya no es necesario que el permisario o 
el patrón hayan cometido dos infracciones, tal como dije anteriormente, porque al tener una registrada, 
cuando el permiso caduque no se renovará. En realidad, esta norma invierte todas las reglas del Derecho; no 
puede ser que la Administración sea la que deba fundar que esta norma no aplica. Aquí se dice que la 
Administración es la que la aplica automáticamente pero, sin embargo, a través de sus propios fundamentos 
puede no aplicarla para determinados casos, y eso crea desigualdades, principalmente, si las causas no están 
establecidas a texto expreso, y yo creo que debería hacerse. 


Por ejemplo, debería establecerse si las situaciones son leves, graves o muy graves o si han puesto en juego la 
soberanía o la responsabilidad del Estado. Digo esto porque en las sanciones no se gradúan los permisos A y 
B, C y D; quien tiene un permiso D, de alguna manera, puede cometer una infracción -de las que nos 
enteramos por los diarios -que involucre hasta las relaciones internacionales entre los países. Pero la mayor 
parte de las sanciones están establecidas para quienes tienen barquitos que navegan cinco días, no entran a las 
siete millas y ni siquiera pueden pasar al lado argentino. Entonces, cuando esos barquitos cometan una 
infracción, al año, perderán su permiso. Y la flota representada por esta Cámara de Armadores es, 
precisamente, la conformada por esos barquitos, por lo que calculamos que dentro de dieciséis, diecisiete o 
dieciocho meses no vamos a poder visitarlos porque no seremos más los titulares de permisos de ninguna 
especie porque, lamentablemente, las infracciones se cometen; esa es la realidad dinámica de este sector y no 
podemos estar sujetos a que la Administración funde, cuando quiera -no lo digo por esta Dirección; el señor 
Director de la DINARA sabe que lo respeto, además tenemos una excelente relación personal desde hace 
muchos años -la aplicación o no de una sanción. 


Nosotros estamos pensando en una ley para los próximos veinte años, porque la anterior duró prácticamente 
hasta 1997 y fue modificada por un Decreto, pero sigue vigente hasta el día de hoy. Es probable que este 
Parlamento apruebe una ley para que rija durante cuarenta o cincuenta años, hasta que sea necesario 
"aggiornarla". 


La última observación es que probablemente de la interpretación no se deduzcan -solo es un garantismo -el 
régimen de pago a la parte y la ilimitación de la jornada, principios admitidos en los convenios 
internacionales de trabajo, incluso en el último aprobado en la Conferencia de la OIT en el año 2010, que 
todavía no ha sido ratificado por el Uruguay. Esta es la modalidad típica de remuneración en todo el mundo. 
Si bien se dice que se derogan todas las normas que contradigan el texto de este proyecto de ley, no estaría de 
más reiterar el principio establecido desde la primera ley que fue repetido en todos los convenios colectivos - 
nosotros tenemos convenios desde 1984 -sobre la ilimitación de la jornada y el pago a la parte de la captura. 
Por más que discutamos los porcentajes, cuánto es la parte, cuánto vale, etcétera, los tres sindicatos 
marítimos de captura, los armadores de esta Cámara, los de la otra y los independientes partimos de una 
estructura común porque esa es la forma de pago aceptada en el mundo. 


SEÑOR SÍRTORI.- Llevo sesenta y tres años trabajando en la pesca y tengo cuarenta de armador. 
Tengo cuatro antecedentes en casi mil viajes a partir de 1988. El otro día el pescado tenía 30 y 31 
centímetros. El inspector midió y estuvo tres horas para medir 700 kilos. Utilizó el software y me dijo: 
"Tiene que tirar 8.000 kilos". Le pregunté: "¿De cuál tiro? Los camiones ya se fueron". Entonces, me 
dijo: "Usted tiene que tirar 8.000 kilos'. Muy bien. Llamo a la fábrica y les digo: "Tiren 8.000 kilos". 
"¿De qué tamaño?", me preguntaron. Yo les dije: "De cualquiera". 


Pasaron tres meses y lo que eran tres hojitas se convirtió en un expediente de treinta y dos hojas -todo el 
mundo intervinieron, que incluyen la solicitud de descargos para una multa de 350 unidades reajustables. Leo 
el expediente y me encuentro con que alguien dice: "Tiene antecedentes de multas firmes". A otro le 
preguntan: "¿De qué monto puede ser la multa?". Y otro dice que entre 999 y 3.000 o 4.000 unidades 
reajustables. Es algo insólito. 


Entonces, yo hice un descargo de doce hojas -lo voy a repartir a cada uno de los miembros de la Comisión, 
en el que le pregunto a la DINARA qué hago cuando el pescado es chico. ¿Lo tiro? Está prohibido. ¿Lo 
traigo? Me multan. Además, nadie preguntó qué tenía arriba el barco y el patrón de pesca declara que tenía 
dos lances, es decir, 40.000 kilos. En la cubierta de un barco, que tiene diez o doce metros a la redonda, había 
18.000 o 21.000 kilos de pescado, y el barco no adriza. ¡Cuidado con eso! Nadie me preguntó si era de 
nochecita, si había mar fuerte, con olas hasta el techo, si había un viento enorme, si los tripulantes estaban 
cansados. ¿Cómo fue que no midieron cada pescado y me traen de 31 centímetros en vez de 32? Lo que voy a 
hacer es traer a los médicos para que digan que eso es imposible. Es una norma de inviable aplicación. Yo no 
le puedo decir a la gente: "Usted tiene la culpa porque me trajo peces de 30 y 31 centímetros en vez de 32". 


Lo que hice fue tirar el pescado, decir a la tripulación lo que está pasando y pagárselo. Señores: disculpen, yo 
pienso que esto está mal y así es la ley. Parece que pusieran la multa con alegría: "¡Ah, tiene antecedentes!". 
Entonces, yo les pido que adjunten los antecedentes al expediente. Nunca pagué más de 30 o 40 unidades 
reajustables en novecientos cincuenta viajes, en veinticinco o veintiséis años de actividad. 


La Cámara planteó inicialmente que ese dinero de las multas se destine a investigación pero ahora preferimos 
que vaya a Rentas Generales y no a ellos, y que otro organismo evalúe las faltas y la aplicación de las multas. 
Así evitamos cierto tipo de cosas que nosotros no afirmamos que sucedan pero que pueden pasar. ¿Qué tengo 
que hacer yo? Llamar al patrón, a los tripulantes, etcétera y decirles: "Señores, a partir de hoy están cesantes 
porque no trajeron pescado de 32 centímetros". Yo no voy a hacer eso. Entonces, ¿qué hago? Me dicen: 
"Pague la multa y tire el pescado". Eso es lo que están haciendo. 


Hay un concepto no racional de qué es una infracción, y no me refiero al Viarsa, que fue a robar pescado a 
Australia. Esos deben pagar las 6.000 unidades reajustables, no el que va al puerto como fui yo anoche, a la 
una de la madrugada, porque un tripulante se enfermó del estómago. Paré los barcos, los hice entrar a los dos 
y no conseguí otro tripulante para que salieran de vuelta. Hoy estoy descargando. ¿Cuál es mi enfermedad 
con ochenta y dos años? Que suene el teléfono: "Venga porque hay dos pescados que tienen treinta y dos 
centímetros". Suena el teléfono y me enfermo. ¿Por qué? Porque estoy pensando en todo esto. 


Esto no es así para Sírtori sino para todos. El 80% de las multas es por el pescado chico. Está bien, lo dispone 
la Comisión Técnica Mixta, nosotros no controlamos a Argentina, pero es inviable la separación. Si yo estoy 
siete días con lances de cuarenta o cincuenta cajas, se puede medir, pero el patrón dice que en esa 
oportunidad estaba todo el pescado junto. Normalmente, cuando el pescado es chico, se va a otro lugar. Pero, 
ya lo levanté. ¿Ahora qué hago? 


Esas son las cosas contra las que uno tiene que luchar en vez de administrar el barco, tenerlo siempre limpio, 
pagarle bien a la gente, tener los repuestos, ser más productivo. Hoy mi destino es otra cosa. 


Yo digo -en voz baja; no se lo puedo decir a ellos -que si este proyecto se aprueba como está, quien dice si 
voy a perder el permiso o no es el sindicato. Supongo que no lo van a hacer porque somos toda gente bien. 
Yo sé que eso que pasó no lo hicieron a propósito. Entonces, declaré que tiré el pescado pero a los tripulantes 
se los pagué. 


Tuve una multa en el año 1993 -¡qué antecedente! -porque mandé tirar el pescado chico al mar. Me dijeron 
que lo tenía que traer. ¿Para qué? Para hacer harina. Sin embargo, está prohibido traerlo en cubierta. El señor 
abogado lo dice de manera más sofisticada, pero esta es la historia de los que estamos acá. 


El expediente dice que voy a poder vender algo si me muero. ¿Saben lo que voy a hacer? Un testamento que 
diga que el día que me muera hagan algo con la parte de mi permiso, porque ni siquiera tengo un permiso 
entero. Todos los barcos tienen un 30%, un 40%. Se armó un tejido para que cada cual pueda subsistir por un 
fracasado plan pesquero mediante el cual pusieron veinte plantas pesqueras cuando los barcos no daban ni 
para cinco, que son las que están ahora. 


Disculpen la manera en que hablo, pero es así. 


SEÑOR CASAS (don Dardo).- Estoy mirando la propuesta de modificación a los artículos 77 y 78, que 
se refieren a la captura o extracción de especies diferentes a lo autorizado, y se incluye una 
recomendación a la DINARA para que trate de no ser tan categórica en las multas. 


Posiblemente, si se busca un pescado chico va a aparecer; si hay mala fe del funcionario eso va a ser así. 
Quiero saber si es posible instrumentar un mecanismo de este tipo. Se establece que si se encuentra, por 
ejemplo, un 30% de pescado chico en una primera instancia, se labra un acta, se hace un seguimiento y 
pasados quince días se hace un nuevo control. Si en ese caso se vuelve a encontrar un 30% de pescado chico, 
se aplica la multa. La idea es que haya un margen de flexibilidad, porque yo noto que el procedimiento es 
muy arbitrario. Sin conocer mucho del tema, el sentido común me indica que nadie puede estar con un 
centímetro debajo del agua midiendo los peces. 


SEÑOR ROSENBAUM.- Hoy en día lo común es que se extraiga una muestra para un estudio 
biológico, lo cual implica que se lleven, por ejemplo, 700 kilos. Eso termina con una multa por parte o 
toda la carga que simplemente es calculada sobre la base de una ficción porque no se controló toda la 
carga. Puede haber 30% de pescado chico, 100% o, aunque les parezca mentira, 2%, 3% o 5%, y eso 
no se puede determinar sobre la base de 700 kilos que se tomaron para un estudio biológico que 


termina con la aplicación de una multa para algo cuyo cometido es totalmente diferente. Cualquier 
modificación que haga, la más inverosímil va a ser mejor que lo que hoy se aplica en la práctica. 


SEÑOR PIÑEIRO.- El problema que se está dando con las infracciones es que los funcionarios que 
participan en el expediente reciben parte del dinero de la infracción. Entonces, hay una suerte de juez 
y parte. No solo el inspector que hace la inspección sino los que de alguna manera intervienen en la 
calibración de la sanción, la parte jurídica, etcétera, todos participan en algún porcentaje de lo que se 
recaude. Por eso en casos, por ejemplo, de 300 kilos de pescado -podemos dar pruebas -la sanción es 
ocho o diez veces superior al monto del pescado. Esa es una razón: es tan poco que no da para repartir 
entre todos. 


Eso es lo que está sucediendo hoy. Por eso nosotros pedimos que se incluya en el proyecto de ley que lo que 
se recaude por infracciones sea vertido a Rentas Generales para que no haya dudas sobre la actuación de los 
funcionarios y no se incentiven las multas en casos que no corresponden. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- ¿No está prohibido en el marco legal nacional ese tipo de pactos con 
funcionarios para la distribución del dinero? 


SEÑOR SÍRTORI.- Había una ley para todos los dependientes del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y se agregó la pesca en los años 1996 y 1997. Es más: hay un agregado que dice 
quiénes están participando en el reparto, que es el 50%. El proyecto establece que la DINARA 
recaudará y va a decir en qué se gasta. Nosotros creemos que está bien. Repito que inicialmente 
considerábamos que debía destinarse a la investigación en materia de pesca pero ahora decimos que es 
más claro que vaya a Rentas Generales. 


Más allá de lo que diga la ley, el armador pesquero nunca comete una infracción, salvo que el patrón declare 
que lo mandó a entrar en una milla prohibida. El armador pesquero está en Montevideo, en un escritorio, 
tratando de vender el pescado, de cobrar lo que vendió, tratando de cumplir con las normas de higiene, 
etcétera. En el mar están los trabajadores, y de eso la ley no dice nada. En el caso que mencioné les pagué. 
No tuve más remedio porque saqué la cuenta y si hubiera sido yo el que juzgara me hubiera preguntado cómo 
este hombre podría haber separado el pescado de 30 y 31 centímetros. Repito que cualquier oftalmólogo les 
puede decir que es imposible. Si le hubiera dado la misma regla que tenía el inspector, hubiera tardado 
veintidós o veintitrés horas. El inspector tardó tres horas para medir 700 kilos, con dos ayudantes. 


Los armadores no podemos ser infractores en el mar. 


SEÑOR PIÑEIRO.- Quiero agregar algo más con respecto a la responsabilidad en cuanto a las 
infracciones. Cuando el barco sale al mar, queda en manos del capitán o del patrón de pesca, y muchas 
de las infracciones que se cometen son por inobservancia del patrón. Creo que sería bueno que 
existiera la forma de compartir la responsabilidad con el patrón de pesca. Por ejemplo, si a un 
taximetrista se le detecta que estaba alcoholizado se le pone una multa, que la pagará o no la empresa 
del taxímetro, y la Intendencia le retira la libreta para trabajar. En este caso, un patrón de pesca 
comete un ilícito o lo que fuera y el responsable es el armador del buque. Para él no hay ninguna 
sanción y por eso sería interesante buscar la manera de compartir las responsabilidades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su presencia. 


(Se retira de Sala la delegación de la Cámara de Armadores Pesqueros del Uruguay- CAPU.- Se suspende la 
toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


